RESOLUCIÓN NÚMERO 2540 DE 2014
(febrero 27)

por medio de la cual se declara la urgencia manifiesta para celebrar la contratación de los bienes y servicios necesarios para la realización de la consulta popular del Partido Alianza Verde, a realizarse el próximo 9 de marzo de 2014 (Elementos para el kit electoral y otros servicios).
El Registrador Nacional del Estado Civil, en uso de sus facultades legales, especialmente las conferidas por el Decreto número 1010 de 2000, las Leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios, y

CONSIDERANDO QUE:

La Organización Electoral dentro del ámbito de su competencia otorgada por la Consti​tución Política, artículo 120, tiene a su cargo la organización de las elecciones, su dirección y vigilancia. 

El artículo 266 de la Constitución Política de Colombia establece como función del Registrador Nacional del Estado Civil la dirección y organización de las elecciones. 

El artículo 2º de la Constitución Política de Colombia establece como fin esencial del Estado, “(…) facilitar la participación de todos los ciudadanos en las decisiones que los afectan en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación (…)”. 

Igualmente el Decreto-ley 1010 de 2000, consagra como misión y función principal de la Registraduría Nacional del Estado Civil, la de garantizar la organización y transparencia del proceso electoral, la oportunidad y confiabilidad de los escrutinios y resultados electo​rales, contribuir al fortalecimiento de la democracia mediante su neutralidad y objetividad. 

De conformidad con el mismo decreto la Registraduría Nacional del Estado Civil, ejerce entre otras funciones la de fijar las políticas, planes, programas y estrategias para el desarrollo de la organización y vigilancia electoral, así mismo dispone que el objeto de la Registraduría Nacional del Estado Civil entre otros, es el de organizar los procesos electorales y los mecanismos de participación ciudadana, debiendo proteger el ejercicio del derecho al sufragio y otorgar plenas garantías a los ciudadanos. 

Por lo anterior y en cumplimiento de su misión constitucional y legal, la Registraduría Nacional del Estado Civil, debe contribuir con el fortalecimiento de la democracia mediante la organización de los procesos electorales y para el caso concreto, realizar las gestiones tendientes a facilitar en los términos contemplados por el ordenamiento jurídico la realiza​ción de la Consulta Popular del Partido Alianza Verde, a celebrarse el 9 de marzo de 2014. 

Lo anterior teniendo como antecedente que mediante Oficio CNE-P-NTM-469-2013 del 16 de diciembre de 2013, la Presidenta del Consejo Nacional Electoral, doctora Nora Tapia Montoya, informa al Registrador Delegado en lo Electoral que “el Partido Alianza Verde, por conducto de sus Copresidentes Voceros, doctores Antonio Sanguino Páez y Luis Carlos Avellaneda, manifestaron oficialmente a esta Corporación su intención de realizar consulta interna (sic) para selección del candidato para la Presidencia de la República, el próximo 9 de marzo de 2014. En igual sentido se informó a esta Corporación, el doctor Omer Calderón en su condición de representante legal del Partido Unión Patriótica, que esa colectividad realizará consulta interna el 9 de marzo de 2014, para escoger el candi​dato presidencial”. 

Por lo expuesto, la Registraduría Nacional del Estado Civil, en cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, debe contratar la adquisición de los bienes y servicios que componen el Kit Electoral y demás servicios complementarios, necesarios para llevar a cabo la Consulta del Partido Alianza Verde, a realizarse el día 9 de marzo de 2014.
De otro lado, se requiere reforzar y garantizar el ejercicio del sufragio a la ciudadanía inscrita en el censo nacional electoral, frente al proceso electoral que se avecina y asegurar la promoción de la participación social con la expresión de la voluntad popular a través de mecanismos de participación ciudadana. 

Según lo establece la Ley 1475 de 2011, en el artículo 5°, “las consultas son mecanis​mos de participación democrática y política que los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos pueden utilizar con la finalidad de adoptar decisiones internas o escoger sus candidatos, propios o de coalición, a cargos o corporaciones de elección popular”. 

Es así, como los partidos, movimientos políticos y los grupos significativos de ciuda​danos están en libertad de postular sus candidatos para que sea la ciudadanía quien decida quiénes deben ir a elección, siempre y cuando las postulaciones cumplan con las exigencias de ley, tanto en las calidades que deben tener dichos candidatos como en los requisitos que se deben cumplir para que queden en firme dichas aspiraciones. 

Dentro de las colectividades puede ocurrir que se tenga un conjunto de posibles candidatos que dificulten la decisión de quién apoyar, para lo cual optan por dejar dicha tarea en manos de la ciudadanía en general. Para estos casos, la Ley 130 de 1994 y la Ley 1475 de 2011, contemplan la posibilidad que los partidos y movimientos políticos acudan a las consultas, donde ponen a decisión de la ciudadanía, los candidatos que participarán en las distintas elecciones y que para el caso de este año, se trata de los candidatos que se postularán en la elección de Presidente de la República del 25 de mayo de 2014. 

Los días seis (6) y nueve (9) de diciembre de 2013 fueron dos (2) los partidos políticos que oficializaron ante el Consejo Nacional Electoral su intención de realizar consulta, a saber, el Partido Alianza Verde y el Partido Unión Patriótica respectivamente. 

Con base en la intención de los dos (2) partidos mencionados, el Registrador Delegado en lo Electoral, mediante oficio RDE-058 del 30 de enero de 2014, solicitó al Gerente Administrativo y Financiero de la Entidad, el presupuesto requerido para realizar las ac​tividades de las áreas electorales, informática y de talento humano, con el fin de llevar a cabo las consultas a realizarse el próximo 9 de marzo de 2014, junto con las elecciones de Congreso de la República y Parlamento Andino. 

El Consejo Nacional Electoral, por su parte, mediante Resolución número 1586 del 20 de junio de 2013, reglamento que “Los partidos y movimientos políticos con persone​ría jurídica y los grupos significativos de ciudadanos deberán comunicar por escrito al Consejo Nacional Electoral, por lo menos tres (3) meses antes de la fecha establecida, la decisión de realizar consulta”; Por tanto una vez venció el plazo para que los partidos y movimientos políticos definan su intención de someterse a consulta para la elección de su candidato a la Presidencia de la República, solo hasta el pasado 5 de febrero de la presente anualidad, el Partido Alianza Verde oficializó ante la Registraduría Nacional del Estado Civil, su decisión para que los colombianos elijan entre tres aspirantes propuestos quién debe ser el candidato por esta colectividad. 

De cara a lo anterior el Partido Verde propuso sus aspirantes y a través de una consulta popular se escogerá un candidato único que la represente, dicha consulta tendrá lugar el 9 de marzo de 2014, fecha en que los colombianos también decidirán quiénes son sus repre​sentantes al Congreso de la República y Parlamento Andino. 

El resultado de esta consulta será de obligatorio cumplimiento para el partido que la solicitó, es decir, que el candidato elegido por la ciudadanía, será el único que podrá pos​tularse por esa colectividad. 

De otro lado, los precandidatos que se acogieron al procedimiento de consulta y que no resultaron elegidos, deberán respetar su resultado y no podrán presentar sus nombres para las elecciones que fueron objeto de la consulta popular. 

Atendiendo las anteriores consideraciones, mediante oficio RDE 086 del 13 de febrero de 2014, el Registrador Delegado en lo Electoral da alcance al oficio RDE-058 del 30 de enero de 2014, con el fin de solicitar presupuesto para las consultas de los partidos políticos a realizarse el 9 de marzo de 2014, teniendo en cuenta que inicialmente el presupuesto se había calculado contando con la participación de dos partidos, la Unión Patriótica y Partido Verde y finalmente vencido el plazo para la inscripción de precandidatos (9 de febrero de 2014), solo el Partido Verde manifestó su intención de someterse a la Consulta Popular. 

Ante el escenario planteado, la Registraduría Nacional del Estado Civil, deberá llevar a cabo la realización de la consulta del partido, organizando toda la logística para que los ciudadanos que así lo quieran, puedan el día 9 de marzo de 2014, solicitar la tarjeta de la consulta y ejercer su derecho al voto, por el candidato de su preferencia. 

Con base en lo manifestado anteriormente, así como teniendo en cuenta que la pro​yección de mesas a instalarse en el país para llevar a cabo la consulta del Partido Alianza Verde asciende a las noventa y cinco mil cien (95.100) y en la actualidad la Registraduría Nacional del Estado Civil, no cuenta con recursos técnicos, bienes y servicios necesarios para adelantar dichos comicios, deberá adquirirlos mediante la celebración de contratos que garanticen la prestación de los servicios y obtención de bienes requeridos. 

Atendiendo la situación descrita anteriormente, el Gerente Administrativo y Financie​ro de la Entidad, mediante oficio GAF-133 del 5 de febrero de 2014, solicitó al Director General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público recursos para llevar a cabo las consultas de los partidos políticos a realizarse el próximo 9 de marzo de 2014. 

El 13 de febrero de 2014, a través del Oficio GAF-183 el Gerente Administrativo y Financiero de la Entidad, da alcance a la solicitud antes mencionada, basándose en que “el presupuesto solicitado inicialmente se había calculado contando con la participación de dos (2) Partidos, la Unión Patriótica y Partido Verde, que habían solicitado la consulta interna para elegir candidato a la Presidencia, al Consejo Nacional Electoral, el mismo día de la elección de Congreso y Parlamento Andino y debido a que finalizada la fecha de inscripción de Precandidatos (9 de febrero de 2014) solo el Partido Verde inscribió tres (3) ciudadanos”. 

Mediante Resolución número 0542 del 21 de febrero de 2014, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público “efectúa una distribución en el presupuesto de gastos de funcionamiento para el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la vigencia 2014”. 

En consecuencia la Directora Financiera (e) de la entidad, mediante Oficio DF-GP-121 del 24 de febrero de 2014, remitió al Director General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para su aprobación la Resolución número 2250 del 24 de fe​brero de 2014, donde se resuelve realizar el respectivo traslado presupuestal para atender los requerimientos de la Consulta del Partido Alianza Verde. 

Mediante Radicado 2-2014-007517 del 27 de febrero de 2014 el Director General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, comunicó a la Registraduría Nacional del Estado Civil la aprobación de la Resolución de Traslado número 2250 del 24 de febrero de 2014. 

Teniendo en cuenta que se deben adquirir los Bienes y Servicios para la celebración de la consulta del Partido Alianza Verde, la cual se llevará a cabo el próximo nueve (9) de marzo y habida cuenta que hasta el 27 de febrero de los corrientes, fue comunicada la aprobación del traslado presupuestal por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, surge para la Entidad la necesidad de atender esta situación, la cual se sale de todos los parámetros de planeación establecidos y por las razones que se han expuesto, se requiere declarar la Urgencia Manifiesta, de conformidad con el artículo 42 de la Ley 80 de 1993 y el artículo 74 del Decreto número 1510 de 2013. 

Dentro de este contexto, el artículo 42 de la Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contra​tación de la Administración Pública, consagra como mecanismo excepcional de contratación, la declaratoria de la urgencia manifiesta, en los siguientes términos: 

“Artículo 42. De la urgencia manifiesta. Existe urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con he​chos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concursos públicos. La urgencia manifiesta se declarará mediante acto administrativo motivado. 

Parágrafo. Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal correspondiente”. 

La Corte Constitucional, sobre el particular expresó: 

“La “urgencia manifiesta” es una situación que puede decretar directamente por cualquier autoridad administrativa sin autorización previa, a través de acto debidamente motivado. Que ella existe o se configura cuando se acredite la existencia de uno de los siguientes presupuestos: 
- Cuando la continuidad del servicio exija el suministro de bienes, o la prestación de servicios o la ejecución de obras en el inmediato futuro. 
- Cuando se presenten situaciones relacionadas con los estados de excepción. 
- Cuando se trate de conjurar situaciones excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre que demanden actuaciones inmediatas y, 
- En general cuando se trate de situaciones similares que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concursos públicos”
. 

El Consejo de Estado, mediante Sentencia del 27 de abril de 2006, estableció que: 

“Se observa entonces cómo la normatividad que regula el tema de la urgencia en la contratación estatal, se refiere a aquellos eventos en los cuales pueden suscitarse hechos que reclamen una actuación inmediata de la Administración, con el fin de remediar o evitar males presentes o futuros pero inminentes, provocados bien sea en virtud de los estados de excepción, o por la paralización de los servicios públicos, o provenientes de situaciones de calamidad o hechos constitutivos de fuerza mayor o desastres, o cualquier otra circunstancia similar que tampoco dé espera en su solución, de tal manera que resulte inconveniente el trámite del proceso licitatorio de selección de contratistas reglado en el estatuto contractual, por cuanto implica el agotamiento de una serie de etapas que se toman su tiempo y hacen más o menos largo el lapso para adjudicar el respectivo contrato, circunstancia que, frente a una situación de urgencia obviamente resulta entorpecedora, porque la solución en estas condiciones, puede llegar tardíamente, cuando ya se haya producido o agravado el daño. En estas estipulaciones, se hace evidente el principio de la prevalencia del interés general, en este caso, por encima de las formalidades de las actuaciones administrativas, puesto que si aquel se halla afectado o en peligro de serlo, el régimen jurídico debe ceder y permitir que las soluciones se den en la mayor brevedad posible, así ello implique la celebración de contratos sin el cumplimiento de los requisitos legales de selección del contratista y aún, la ejecución de los mismos, sin que medie la formalidad del contrato escrito, si la gravedad de las circunstancias así lo exige”.
 

Teniendo en cuenta la obligación de garantizar la celebración de la consulta del Parti​do Alianza Verde, a efectuarse el 9 de marzo de 2014 y en atención a la imposibilidad de seleccionar un contratista mediante el proceso de “selección abreviada” que dispone la ley para el efecto, y al inminente fracaso que resultaría llevar a cabo dicho proceso de selección, es indispensable acudir a la figura de la Urgencia Manifiesta en aras de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Constitución Política, la Ley 1475 de 2011, y teniendo en cuenta los recursos asignados para tal fin. 

En mérito de lo expuesto, el registrador nacional del Estado Civil, 

RESUELVE: 

Artículo 1°. Declarar la urgencia manifiesta para celebrar la contratación de la adquisición de los bienes y servicios necesarios para realizar la consulta popular del Partido Alianza Verde, a llevarse a cabo el día 9 de marzo de 2014, (Elementos para el kit electoral, y otros servicios), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 del Estatuto de Contratación Pública. 

Artículo 2°. Ordenar a la Gerencia Administrativa y Financiera adelantar los trámites contractuales pertinentes para la adquisición de los bienes y servicios necesarios para tal fin. 

Artículo 3°. Ordenar a la Oficina Jurídica, conformar el expediente respectivo, con copia de este acto administrativo y de los contratos originados en la presente Urgencia Manifiesta, y demás antecedentes técnicos y administrativos, con el fin que sean remitidos a la Contraloría General de la República, para el ejercicio del control fiscal pertinente, de conformidad con el artículo 43 de la Ley 80 de 1993.
Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. 

Publíquese y cúmplase. 

Dada en Bogotá, D. C., a los 27 días del mes de febrero de 2014. 

El Registrador Nacional del Estado Civil, 

Carlos Ariel Sánchez Torres. 

(C. F.).
Nota: Este documento fue tomado directamente de la versión PDF del Diario Oficial 49.078 del viernes 28 de febrero del 2014 de la Imprenta Nacional (www.imprenta.gov.co)
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